
621/000119

PRESIDENCIA DEL SENADO

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 191
del Reglamento del Senado, se ordena la publicación en
el BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES de las en-
miendas presentadas al Proyecto de Ley de Medidas Ur-
gentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y
Transportes (procedente del Real Decreto-Ley 4/2000,
de 23 de junio).

Palacio del Senado, 15 de abril de 2003.—P. D., Ma-
nuel Cavero Gómez, Letrado Mayor del Senado.

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en
el artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan 9
enmiendas al Proyecto de Ley de Medidas Urgentes de
Liberalización en el Sector Inmobiliario y Transportes
(procedente del Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de
junio).

Palacio del Senado, 10 de abril de 2003.—Manuel Cá-
mara Fernández y José Cabrero Palomares.

ENMIENDA NÚM. 1
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el
artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan la si-
guiente enmienda al artículo 1.

ENMIENDA

De supresión.

MOTIVACIÓN

Por ser un despropósito propagandístico que no va a
tener más efecto que confundir y crear enormes problemas
a los Ayuntamientos para encontrar el resquicio de cómo
mantener sus propuestas. Desde el punto de vista político
es un grave error pretender, aunque sea en teoría, suprimir
la autonomía municipal y dejar al interés particular el de-
sarrollo territorial olvidando el interés general, tanto social
como ambiental. El valor del suelo está más que demos-
trado que no va a experimentar cambios con esas medidas
que evitan a los Ayuntamientos su capacidad de programa-
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ción y en cambio pretenden que los particulares, sin cono-
cer los problemas generales, decidan cuándo y dónde se
hace la ciudad. Veremos qué sucederá cuando el mercado
flojee y se dejen de construir los edificios y tengamos a
media España clasificada y desordenada.

ENMIENDA NÚM. 2
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el
artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan la si-
guiente enmienda al artículo 1.Uno.

ENMIENDA

De adición.

Se propone añadir después de: «... o por sus riquezas na-
turales...», el siguiente texto: «... y medio ambientales; o
debido a que sus características desaconsejen el aprovecha-
miento urbanístico, bien sea para evitar riesgos físicos o
ambientales, producidos entre otros por la erosión, hundi-
miento, inundación, ruido, impacto negativo de la implan-
tación, la actividad o sus infraestructuras de conexión sobre
zonas de valor o sobre sus existentes, o porque conforme a
la estrategia territorial adoptada deban ser excluidos tem-
poral o definitivamente del proceso de urbanización.»

MOTIVACIÓN

Especificar más claramente e independientemente, para
no inducir a errores, los valores medioambientales, ya que
dentro del concepto de riquezas naturales pueden estar
comprendidos valores como el uranio, el oro, el petróleo u
otros, que no tienen nada que ver con el medio ambiente.
Por otro lado, el conocimiento en detalle del territorio es
de escala municipal, no puede reducirse la prevención de
riesgos naturales o ambientales al planteamiento sectorial
como contempla el párrafo 1.º del artículo 9 de la Ley. La
mínima autonomía municipal exige que sea el Ayunta-
miento, que lidera los intereses generales, el que planifique
su territorio y no que quede éste al albur de intereses pri-
vados muy desconexionados que pueden afectar al interés
general. 

ENMIENDA NÚM. 3
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el

artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan la si-
guiente enmienda al artículo 1.Dos, apartado 2.

ENMIENDA

De adición.

Se propone añadir después de: «... suelo urbaniza-
ble...», el siguiente texto: «... que sea necesario para la
construcción de viviendas sociales, protegidas o de alqui-
ler que recojan los planes de vivienda que aprueben los
ejecutivos correspondientes».

MOTIVACIÓN

Hacer finalista esta actuación de las Administraciones
no competentes, a la ejecución real de los planes de vi-
vienda que aprueben sus ejecutivos, en su vertiente de vi-
viendas sociales, protegidas o de alquiler.

ENMIENDA NÚM. 4
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el
artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan la si-
guiente enmienda al artículo 1.Tres, apartado 3.

ENMIENDA

De modificación.

Se propone sustituir la expresión: «... plazo de seis
meses...», por la siguiente: «... plazo de doce meses ...».

MOTIVACIÓN

Por ser el plazo propuesto en el texto del Gobierno muy
reducido, para aplicar un silencio administrativo positivo
de manera general a todos los Ayuntamientos, cuando los
Municipios pequeños y medios tienen reducidos recursos
humanos destinados al urbanismo por lo que «de facto» es-
tamos poniendo en manos de los intereses privados el de-
sarrollo urbano de las ciudades.

ENMIENDA NÚM. 5
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el
artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan la si-
guiente enmienda al artículo 3.
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ENMIENDA

De modificación.

Se propone una nueva redacción del siguiente tenor li-
teral:

«3. Las actividades enumeradas en el artículo 1 del
Decreto 3248/1969, de 4 de diciembre, por el que se
aprueba el Reglamento de los Colegios Oficiales de
Agentes de la Propiedad Inmobiliaria y de su Junta Cen-
tral, podrán ser ejercidas libremente sin necesidad de estar
en posesión de título específico alguno ni de pertenencia a
ningún Colegio Oficial, sin perjuicio de los requisitos de
otra naturaleza que establezca la normativa reguladora de
esta actividad.»

MOTIVACIÓN

Aclarar que el ejercicio de la actividad de mediación in-
mobiliaria no está condicionado a la posesión de un con-
creto o específico título oficial o académico. En coheren-
cia con el anterior planteamiento, se plantea una reserva a
favor de los requisitos que pueda establecer la normativa
reguladora de la actividad de mediación.

ENMIENDA NÚM. 6
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el
artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan la si-
guiente enmienda al artículo 4, párrafo primero.

ENMIENDA

De modificación.

Se propone añadir después de: «... entre otras circuns-
tancias... », el siguiente texto: «... su posible efecto sobre el
medioambiente marítimo y terrestre...».

MOTIVACIÓN

Tener en cuenta este criterio adicional, ya que las activi-
dades de avituallamiento y suministro de hidrocarburos en
los puertos pueden afectar en alguna medida al medio am-
biente y al aumentar el número de instalaciones dedicadas a
esta actividad aumenta el riesgo y su zona de influencia.

ENMIENDA NÚM. 7
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el

artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan la si-
guiente enmienda al artículo 4, párrafo segundo.

ENMIENDA

De modificación.

Se propone sustituir la expresión: «... y las cosas...», por
el siguiente texto: «..., las cosas, y el medio ambiente...».

MOTIVACIÓN

En coherencia con otras enmiendas.

ENMIENDA NÚM. 8
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Ca-
brero Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el
artículo 107 del Reglamento del Senado, formulan la si-
guiente

ENMIENDA

De adición.

Se propone una nueva Disposición Adicional Primera
del siguiente tenor literal:

«Disposición Adicional Primera (nueva). Regulación
básica de la mediación inmobiliaria.

Uno. Sólo podrán ejercer profesionalmente la media-
ción inmobiliaria las personas físicas que posean una for-
mación específica para esta actividad. Se considerará que
cumplen este requisito las siguientes personas:

a) Las que posean el título oficial de agentes de la
propiedad inmobiliaria.

b) Los licenciados en Derecho, Ciencias Económicas,
Diplomados en Ciencias Empresariales, Arquitectos y
Aparejadores.

c) Los que hayan cursado estudios inmobiliarios im-
partidos por centros universitarios, siempre que abarquen
una duración mínima de tres cursos académicos y un nú-
mero de créditos no inferior a 60 por curso.

Dos. Las personas jurídicas podrán dedicarse a la me-
diación inmobiliaria. En todo caso, el control, la supervi-
sión y la responsabilidad de estas sociedades y de cada uno
de sus locales y sucursales en los que desarrolle la media-
ción inmobiliaria deberán recaer en personas habilitadas
para el ejercicio profesional de esta actividad.

Tres. Para ejercer la actividad de mediación inmobi-
liaria y antes de iniciar la misma, se deberá:
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a) Suscribir una póliza de responsabilidad civil para
el aseguramiento de su actividad frente a los usuarios de
sus servicios profesionales. El importe y demás circuns-
tancias de esta garantía serán determinados reglamentaria-
mente por el Gobierno.

b) Causar alta en el Registro Oficial que abrirá, a tal
efecto, la Administración competente, previa comproba-
ción del cumplimiento de todos los requisitos establecidos
en esta disposición adicional.

Cuatro.

1. La denominación «agente de la propiedad inmobilia-
ria» sólo podrá ser utilizada por aquellas personas que cum-
plan los requisitos dispuestos en esta disposición adicional.

2. Las personas mencionadas en los números 2 y 3 del
apartado primero podrán inscribirse voluntariamente en el
Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria
perteneciente al ámbito territorial en el que radique el do-
micilio profesional único o principal del solicitante.

3. Los agentes de la propiedad inmobiliaria colegia-
dos estarán exentos de constituir individualmente la póliza
prevista en este apartado, siempre que el respectivo Cole-
gio Oficial haya suscrito una póliza colectiva de cobertura
equivalente a la que se establezca reglamentariamente.  

Cinco. No podrán ejercer la actividad de mediación
inmobiliaria las personas físicas o jurídicas que, por razón
de su empleo, cargo o actividad, dispongan de información
privilegiada sobre bienes inmuebles o personas que les
confiera una posición de ventaja en el mercado o una ca-
pacidad de coerción sobre los contratantes.»

MOTIVACIÓN

Dotar de una legislación básica a estos operadores. 

ENMIENDA NÚM. 9
De don Manuel Cámara Fernán-
dez y don José Cabrero Palomares
(GPMX)

Los Senadores Manuel Cámara Fernández y José Cabrero
Palomares, IU (Mixto), al amparo de lo previsto en el artícu-
lo 107 del Reglamento del Senado, formulan la siguiente 

ENMIENDA

De adición.

Se propone una nueva Disposición Transitoria Se-
gunda del siguiente tenor literal:

«Disposición Transitoria Segunda (nueva).

Uno. El Gobierno presentará en el plazo de seis
meses un Proyecto de Ley que regule el régimen legal de
los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria.

Dos. El Gobierno presentará en el plazo de seis meses
un Proyecto de Ley de regulación del contrato de media-
ción inmobiliaria.

Tres. El Gobierno aprobará en el plazo de seis meses
un Reglamento para el desarrollo de los preceptos conteni-
dos en la disposición adicional primera de esta Ley, que
comprenderá un Código sancionador para la actividad de
mediación inmobiliaria.»

MOTIVACIÓN

En coherencia con otras enmiendas y por necesidad de
regular adecuadamente este tipo de actividad, así como de
las personas que la ejercen y sus instrumentos.

El Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés
(GPECP), al amparo de lo previsto en el Reglamento del
Senado, formula 4 enmiendas al Proyecto de Ley de Medi-
das Urgentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y
Transportes (procedente del Real Decreto-Ley 4/2000, de
23 de junio).

Palacio del Senado, 11 de abril de 2003.—El Portavoz
Adjunto, Carles Josep Bonet i Revés.

ENMIENDA NÚM. 10
Del Grupo Parlamentario Entesa
Catalana de Progrés (GPECP)

El Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés
(GPECP), al amparo de lo previsto en el Reglamento del
Senado, formula la siguiente enmienda al artículo 1.

ENMIENDA

De supresión.

JUSTIFICACIÓN

Preservar la competencia autonómica en materia de ur-
banismo, delimitada por el Tribunal Constitucional. E1 ac-
tual redactado transgrede el principio de autonomía local,
reduce sustancialmente la capacidad municipal de ordena-
ción territorial e imposibilita el establecimiento de políti-
cas urbanísticas sostenibles.

ENMIENDA NÚM. 11
Del Grupo Parlamentario Entesa
Catalana de Progrés (GPECP)

El Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés
(GPECP), al amparo de lo previsto en el Reglamento del
Senado, formula la siguiente enmienda al artículo 3.
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ENMIENDA

De supresión.

JUSTIFICACIÓN

En coherencia con el contenido de las enmiendas pre-
sentadas que proponen una regulación alternativa de las
actividades de intermediación inmobiliaria y de la figura
del Agente de la Propiedad Urbana.

ENMIENDA NÚM. 12
Del Grupo Parlamentario Entesa
Catalana de Progrés (GPECP)

El Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés
(GPECP), al amparo de lo previsto en el Reglamento del
Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición
Adicional Primera (nueva).

ENMIENDA

De adición.

Se propone una nueva disposición adicional primera
del siguiente tenor literal:

«Disposición Adicional Primera (nueva). Regulación
básica de la mediación inmobiliaria.

Primero. Sólo podrán ejercer profesionalmente la me-
diación inmobiliaria las personas físicas que posean una
formación específica para esta actividad. Se considerará
que cumplen este requisito las siguientes personas:

1°. Las que estén en posesión del título oficial de
agentes de la propiedad inmobiliaria.

2°. Los licenciados en Derecho, Ciencias Económi-
cas, Diplomados en Ciencias Empresariales, Arquitectos y
Aparejadores.

3°. Los que hayan cursado estudios inmobiliarios im-
partidos por centros universitarios, siempre que abarquen
una duración mínima de tres cursos académicos y un nú-
mero de créditos no inferior a 60 por curso.

Segundo. Las personas jurídicas podrán dedicarse a
la mediación inmobiliaria. En todo caso, el control, la su-
pervisión y la responsabilidad de estas sociedades y de
cada uno de sus locales y sucursales en los que desarrolle
la mediación inmobiliaria deberán recaer en personas ha-
bilitadas para el ejercicio profesional de esta actividad.

Tercero. Antes de iniciar la actividad profesional de
mediación inmobiliaria, las personas físicas mencionadas
en el apartado primero deberán:

l°. Suscribir una póliza de responsabilidad civil para
el aseguramiento de su actividad frente a los usuarios de

sus servicios profesionales. El importe y demás circuns-
tancias de esta garantía serán determinados reglamentaria-
mente por el Gobierno.

2°. Causar alta en el Registro Oficial, que abrirá, a tal
efecto, la Administración competente, previa la comproba-
ción del cumplimiento de todos los requisitos establecidos
por esta disposición adicional.

Cuarto. 1. Las personas mencionadas en los números
2° y 3° del apartado primero podrán inscribirse en el Cole-
gio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria que
deseen, de conformidad con lo dispuesto en la normativa
de estas Corporaciones.

2. En todo caso, la colegiación deberá realizarse en el
Colegio en cuyo ámbito territorial radique el domicilio
profesional único o principal del solicitante.

3. Únicamente podrán utilizar la denominación
«agente de la propiedad inmobiliaria» aquellas personas
que posean el título expedido por el Ministerio de Fomento
y las que se hallen inscritas en los Colegios Oficiales de
Agentes de la Propiedad Inmobiliaria.

4. Los agentes colegiados de la propiedad inmobi-
liaria estarán exentos de constituir individualmente la pó-
liza prevista en el apartado tercero, siempre que el res-
pectivo Colegio Oficial haya suscrito una póliza colec-
tiva de cobertura equivalente a la establecida reglamenta-
riamente.

5. No podrán ejercer la actividad de mediación inmo-
biliaria las personas físicas o jurídicas que, por razón de su
empleo, cargo o actividad, dispongan de información pri-
vilegiada sobre bienes inmuebles o personas que les con-
fiera una posición de ventaja en el mercado o una capaci-
dad de coerción sobre los contratantes.

Quinto. El Gobierno:

1. Aprobará en el plazo de seis meses un reglamento
para el desarrollo de los preceptos de esta disposición adi-
cional, que comprenderá un código sancionador para la ac-
tividad de mediación inmobiliaria.

2. Presentará en el plazo de seis meses un proyecto de
ley regulador del contrato de mediación inmobiliaria.»

JUSTIFICACIÓN

Dotar de un marco normativo básico a los profesionales
dedicados a la mediación inmobiliaria.

ENMIENDA NÚM. 13
Del Grupo Parlamentario Entesa
Catalana de Progrés (GPECP)

El Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés
(GPECP), al amparo de lo previsto en el Reglamento del
Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición
Adicional Segunda (nueva).
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ENMIENDA

De adición.

Se propone una nueva disposición adicional segunda
del siguiente tenor literal:

«Disposición Adicional Segunda (nueva). Régimen
legal de los agentes de la propiedad inmobiliaria.

Primero. Los artículos 1°, 2°, 3° y 4° del Decreto
3248/1969, de 4 de diciembre, tendrán la siguiente redac-
ción:

Artículo 1°.1. Es función de los agentes de la propie-
dad inmobiliaria la mediación en las siguientes operacio-
nes:

a) Compraventa y permuta de bienes inmuebles.
b) Concesión de préstamos con garantía hipotecaria

sobre bienes inmuebles.
c) Arrendamiento de fincas rústicas o urbanas, así

como la cesión o el traspaso de tales contratos.
d) Cualesquiera otras transacciones sobre bienes in-

muebles y derechos reales.

2. Es función propia de los agentes de la propiedad in-
mobiliaria la emisión de dictámenes sobre el valor real o
de mercado de los bienes inmuebles.

Artículo 2°.1. La inscripción en los Colegios Oficia-
les de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria es voluntaria. 

2. No obstante, sólo podrán inscribirse en el Colegio
Oficial:

a) Los que posean el título oficial de agente de la pro-
piedad inmobiliaria.

b) Los licenciados en Derecho, Ciencias Económicas,
Diplomado en Ciencias Empresariales, Arquitectos y Apa-
rejadores.

c) Los que hayan cursado estudios inmobiliarios im-
partidos por centros universitarios, siempre que abarquen
una duración mínima de tres cursos académicos y un nú-
mero de créditos no inferior a 60 por curso.

3. El Ministerio de Fomento, directamente o por dele-
gación del Consejo General de los Colegios Oficiales de
Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de España, convo-
cará exámenes para la obtención del título de agente de la
propiedad inmobiliaria, a los que podrán presentarse úni-
camente quienes acrediten estar en posesión de un título
universitario de carácter oficial.

4. Las personas mencionadas en la letra b) del apar-
tado segundo podrán colegiarse una vez superado el
curso de formación que estas corporaciones organicen
periódicamente a tal efecto. La duración y el contenido
de este curso serán establecidos por el Consejo General
de los Colegios Oficiales de Agentes de la Propiedad In-
mobiliaria.

5. Las personas mencionadas en la letra c) del apar-
tado segundo podrán colegiarse siempre que acrediten,
además de los estudios universitarios cursados, una expe-
riencia profesional mínima de un año en el sector inmobi-
liario.

Artículo 3°. Los Colegios Oficiales de Agentes de la
Propiedad Inmobiliaria exigirán a los que soliciten la cole-
giación una declaración jurada sobre su honorabilidad y la
constitución de una fianza para el aseguramiento de sus
obligaciones corporativas, sin perjuicio de la póliza de res-
ponsabilidad civil que, en su caso, corresponda al colegiado.

Artículo 4°. Para el ingreso en los Colegios Oficiales
de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria se requerirá:

1°. Dirigir la solicitud de ingreso al Presidente del
Colegio Oficial, junto con la declaración jurada de honora-
bilidad.

2°. Acreditar el cumplimiento de los requisitos legal-
mente previstos, relativos a titulación y capacitación.

3°. Acreditar el abono de la fianza de aseguramiento
de las obligaciones corporativas y de la cuota de ingreso.

4°. Acreditar, en su caso, la suscripción de la póliza
individual de responsabilidad civil.

Segundo. Quedan sin contenido los artículos 5°, 6°,
7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13 y 29 del Decreto 3248/1969, de 4
de diciembre.»

JUSTIFICACIÓN

Adecuar el marco legal que afecta a la profesión de
Agente de la Propiedad Inmobiliaria.

El Senador Anxo Manuel Quintana González, BNG
(Mixto), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Re-
glamento del Senado, formula 3 enmiendas al Proyecto de
Ley de Medidas Urgentes de Liberalización en el Sector
Inmobiliario y Transportes (procedente del Real De-
creto-Ley 4/2000, de 23 de junio).

Palacio del Senado, 11 de abril de 2003.—Anxo Ma-
nuel Quintana González.

ENMIENDA NÚM. 14
De don Anxo Manuel Quintana
González (GPMX)

El Senador Anxo Manuel Quintana González, BNG
(Mixto), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Re-
glamento del Senado, formula la siguiente enmienda al ar-
tículo 1.Dos.

ENMIENDA

De supresión.
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Texto que se propone:

Se suprime el apartado 2 del artículo 1.Dos.

JUSTIFICACIÓN

El reconocimiento explícito de la posibilidad de trans-
formación del suelo urbanizable por las Administraciones
Públicas ha de regularse en la legislación urbanística au-
tonómica, pues ello es una potestad meramente urbanís-
tica que no tiene relación con el derecho constitucional a
la propiedad, y por tanto de competencia plenamente au-
tonómica.

ENMIENDA NÚM. 15
De don Anxo Manuel Quintana
González (GPMX)

El Senador Anxo Manuel Quintana González, BNG
(Mixto), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Re-
glamento del Senado, formula la siguiente enmienda al ar-
tículo 1.Tres.

ENMIENDA

De modificación.

Texto que se propone:

El apartado 1 del artículo 1.Tres queda redactado en los
siguientes términos:

«1. El derecho a promover la transformación del
suelo urbanizable se ejercerá de conformidad a lo estable-
cido en la legislación urbanística.»

JUSTIFICACIÓN

El derecho de los particulares a la transformación del
suelo urbanizable debe ser regulado por la legislación
urbanística autonómica. El reconocimiento de un dere-
cho a anticipar el proceso de transformación del suelo
por la iniciativa privada con la presentación de una pro-
puesta de delimitación afecta a las potestades de ordena-
ción del territorio de CC. AA. y CC. LL., pues supone
trasladar a los particulares la capacidad de delimitar an-
ticipadamente el suelo urbanizable en detrimento del in-
terés general.

ENMIENDA NÚM. 16
De don Anxo Manuel Quintana
González (GPMX)

El Senador Anxo Manuel Quintana González, BNG
(Mixto), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Re-

glamento del Senado, formula la siguiente enmienda al ar-
tículo 1.Tres.

ENMIENDA

De modificación.

Texto que se propone:

El apartado 3 del artículo 1.Tres queda redactado en los
siguientes términos:

«3. Los instrumentos de planeamiento urbanístico
de desarrollo que sean elaborados por los particulares, o
por las Administraciones Públicas a las que no competa
su aprobación, deberán someterse en todo caso al trámite
de información pública, y se entenderá denegada su
aprobación si desde su presentación ante el órgano com-
petente para su aprobación hubiera transcurrido el plazo
señalado como máximo por la legislación urbanística au-
tonómica sin que haya recaído resolución expresa por
parte de la Administración competente para su aproba-
ción.»

JUSTIFICACIÓN

La incorporación como regla genérica de aprobación
por silencio administrativo positivo de los planes de de-
sarrollo puede dar lugar a un desmedido crecimiento ur-
banístico, desordenado y trasladar la iniciativa munici-
pal en el desarrollo urbanístico a los promotores priva-
dos. Hay que recordar que este R. D.-Ley se encuentra
vigente desde finales de junio de 2000, sin que la libera-
lización del suelo articulada en el mismo haya provo-
cado una contención de los precios de la vivienda, sino
todo lo contrario, además de obligar a los Ayuntamientos
a realizar fuertes inversiones públicas para dotar de ser-
vicios e infraestructuras básicas a nuevas zonas urbani-
zadas.

El Grupo Parlamentario Socialista (GPS), al amparo
de lo previsto en el Reglamento del Senado, formula 11
enmiendas al Proyecto de Ley de Medidas Urgentes de
Liberalización en el Sector Inmobiliario y Transportes
(procedente del Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de
junio).

Palacio del Senado, 14 de abril de 2003.—La Portavoz
Adjunta, María Antonia Martínez García.

ENMIENDA NÚM. 17
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, for-
mula la siguiente enmienda al título de la Ley.
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ENMIENDA

De modificación.

Propone la sustitución del título de la Ley por el si-
guiente:

«Ley de Medidas sobre el Sector Inmobiliario y Trans-
portes.»

JUSTIFICACIÓN

La supresión del calificativo «urgentes» supone una
mejor expresión del contenido de la Ley.

ENMIENDA NÚM. 18
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, for-
mula la siguiente enmienda a la Exposición de Motivos.

ENMIENDA

De modificación.

Se propone sustituir el texto de la exposición de moti-
vos por el siguiente:

«Exposición de Motivos

1. Introducción:

La Constitución española establece, en su artículo 47, el
derecho de todos los españoles al acceso a una vivienda
digna, así como, en los artículos 45 y 46, el derecho a un
medio ambiente adecuado, y al disfrute del patrimonio his-
tórico cultural. Para hacer efectivos estos derechos, se
mandata a los poderes públicos con el fin de impedir la es-
peculación sobre el suelo, de garantizar el uso racional del
territorio y a la protección y mejora de todos los recursos
naturales, así como mantener y restaurar el patrimonio his-
tórico cultural.

Durante los últimos años, y muy en particular desde
1998, se ha venido agravando extraordinariamente el ejer-
cicio efectivo de los citados derechos por parte de un nú-
mero creciente de españoles. Con ello, se ha puesto de ma-
nifiesto el erróneo enfoque del Gobierno de la Nación,
plasmado en las medidas mal denominadas «liberalizado-
ras» del mercado del suelo, y, concretamente, a través del
Decreto 5/1996, de 7 de junio; la Ley 7/1997, de 14 de
abril, y la Ley 6/1998, de 13 de abril, y esta Ley. Tales nor-
mas pretendían reducir el precio del suelo y de la vivienda
mediante el debilitamiento de la acción pública, refor-
zando el control por parte del propietario del suelo de la
transformación del mismo y asignando valores legales que

anticipan plusvalías urbanísticas, así como favoreciendo la
reclasificación masiva de nuevos suelos urbanizables.
Todo ello ha incidido de forma muy negativa sobre la
construcción de viviendas sometidas a algún régimen de
protección pública —en particular por la práctica imposi-
bilidad de ampliar los patrimonios municipales de suelos
aptos para tal finalidad—, y ha generado expectativas de
revalorización indiscriminada de los terrenos, contribu-
yendo así a favorecer la especulación inmobiliaria, provo-
cando un crecimiento espectacular de los precios del suelo
y de la vivienda. Dicho incremento ha resultado de tal en-
vergadura que, a pesar de los bajos niveles de los tipos de
interés de los créditos hipotecarios, ha aumentado el por-
centaje de renta disponible de las familias que ha de ser
destinado a la adquisición de una vivienda, hasta alcanzar
niveles inaccesibles para la gran mayoría de los ciudada-
nos, y, en particular, para los jóvenes y para todos aquellos
colectivos con escasa capacidad patrimonial o adquisitiva.

Asimismo, el marco normativo existente desde 1996,
basado en la supuesta conveniencia de ampliar práctica-
mente sin límites el suelo urbanizable, ha favorecido la ex-
pansión de numerosas áreas urbanas, no justificada por ra-
zones demográficas, provocando con ello una pérdida ge-
neral de la calidad de vida a causa del deterioro de espacios
naturales y de la creciente contaminación, de un uso cada
vez menos racional del tiempo y del espacio público, así
como la aceleración de procesos de degradación social y
ambiental en los barrios más desfavorecidos.

También los desequilibrios territoriales se han visto
agravados durante los últimos años, como consecuencia
del incremento de la concentración de la población y de la
actividad económica en determinadas áreas urbanas y en el
litoral, así como del creciente abandono del medio rural, lo
que ha acentuado a su vez los fenómenos especulativos
sobre el suelo en las áreas más pobladas y la degradación
ambiental en el conjunto del territorio.

El legislador estatal no puede permanecer inactivo ante
la situación descrita, ya que le corresponde establecer las
condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos
los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cum-
plimiento de los deberes constitucionales. Es urgente,
pues, revisar, en particular, la legislación estatal en materia
de valoración del suelo y de expropiación forzosa, par-
tiendo de un diagnóstico correcto. El suelo y la vivienda
distan mucho de ser mercados «perfectos», donde el precio
de los bienes se reduce automáticamente por un aumento
de la oferta. Es evidente que, hoy día, no existe en España
escasez en la oferta de viviendas, ni tampoco en la oferta
de suelo urbanizable: lo que escasea es la vivienda a precio
acorde a las rentas familiares de la mayoría de los españo-
les y el suelo urbanizable a un coste compatible con dicha
vivienda, por lo que es necesario una intervención pública
en dichos mercados que dificulte la formación de oligopo-
lios y que fomente la oferta de viviendas a precio asequi-
ble. Tampoco es cierto —como cabría deducir del énfasis
puesto en la supuesta conveniencia del ulterior creci-
miento de las ciudades— que la satisfacción de la de-
manda de vivienda deba descansar preferentemente en la
vivienda nueva y en propiedad; ello es más cierto en pre-
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sencia de un elevadísimo número de viviendas desocupa-
das, así como de un parque de vivienda en alquiler muy re-
ducido, comparado con los países de nuestro entorno, en
particular en lo relativo a la vivienda pública en alquiler,
cuyo porcentaje sobre el total del parque inmobiliario exis-
tente apenas supera el 1 por 100.

Los análisis más rigurosos avalan la existencia de un
proceso especulativo de sobrevaloración del suelo y de la
vivienda, más allá del encarecimiento favorecido por otros
factores (disminución de los tipos de interés de los créditos
hipotecarios, propensión a la inversión en inmuebles, de-
manda creciente de residentes europeos...), cuyas raíces
hay que combatir; y señalan la bajísima proporción de vi-
viendas objeto de algún régimen de protección pública en
relación con la oferta inmobiliaria total.

La presente Ley tiene la vocación de contribuir a corre-
gir dicho proceso, aunque resultan imprescindibles otras
medidas de ámbito estatal ajenas a la misma, en particular
la actualización de la legislación sobre arrendamientos ur-
banos, modificaciones en la fiscalidad del suelo y de la vi-
vienda, reforzamiento y reorientación de la política de vi-
vienda, así como la necesaria consideración de los efectos
sobre el precio del suelo y sobre la sostenibilidad ambien-
tal y territorial de todos los planes de infraestructuras.

Esta Ley pretende, por lo tanto, responder al mandato
constitucional citado, desde una visión innovadora cohe-
rente con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y
con los compromisos internacionales concretos asumidos
por España en cuanto al necesario avance hacia un modelo
de desarrollo más sostenible y, por supuesto, absoluta-
mente respetuosa de las competencias propias de las Ad-
ministraciones autonómica y local.

En particular, esta Ley pretende reforzar la eficacia de
la acción pública para alcanzar los objetivos derivados del
mandato constitucional, tanto en lo que se refiere a la ac-
ción pública directa en el mercado del suelo y de la vi-
vienda como en lo relativo a la acción pública como ga-
rante de la máxima concurrencia en dichos mercados,
combatiendo con diferentes instrumentos la formación de
oligopolios y la retención especulativa del suelo, desde el
control democrático de los procesos de transformación del
mismo, de forma que la mayor concurrencia favorezca la
oferta de vivienda a precio más asequible y en las mejores
condiciones posibles de calidad de los edificios y del con-
junto de la ciudad.

Esta Ley, parte también de una consideración del suelo
como un recurso natural que debe utilizarse de forma ra-
cional, al servicio del interés general y de acuerdo con los
principios rectores contemplados en la Constitución. Por
lo tanto, el suelo no urbanizable no debe tener, en absoluto,
un carácter residual, ni debe considerarse en exclusiva el
valor del suelo como potencial soporte de la actuación ur-
banística y edificatoria. La función social de la propiedad
del suelo debe quedar garantizada, desde ese enfoque más
integral y menos mercantilista, teniendo en cuenta, por
ejemplo, la contribución insustituible del suelo no urbani-
zable al ciclo de los recursos hídricos y a la calidad de los
mismos y, en general, el papel del suelo como soporte im-
prescindible de todos los ecosistemas, cuyo valor resulta

difícil de traducir en términos monetarios. Asimismo, el
suelo no urbanizable debe asociarse a la calidad de vida y
a la igualdad de oportunidades en el medio rural, objetivos
sociales inexcusables de cualquier acción pública con inci-
dencia en el territorio.

Por otro lado, esta Ley pone énfasis en el suelo urbano
como un espacio susceptible de transformaciones ulterio-
res destinadas a mejorar la calidad de vida de los ciudada-
nos, huyendo de una visión estática del suelo consolidado
y desde la consideración del conjunto de la ciudad como el
resultado de un proceso vivo, que debe readecuarse conti-
nuamente a las exigencias sociales. Así, se rompe la visión
más convencional sobre la clasificación del suelo, en la
que se otorga casi en exclusiva a un suelo urbanizable en
permanente expansión la capacidad de responder adecua-
damente a las necesidades de los ciudadanos.

Pero, sin duda, lo más novedoso de esta Ley radica en
la definición de un estatuto de ciudadanía que responde a
la consideración del correcto uso del suelo como un ele-
mento imprescindible, también, de la condición de ciuda-
dano de pleno derecho. La ciudad y el territorio no pueden
ser, en ningún caso, entendidos sólo como el resultado de
las decisiones de los propietarios del suelo y del ejercicio
de la libertad de empresa, sino como el ámbito donde se
desarrolla la vida de todos los ciudadanos, sujetos de los
derechos y deberes previstos por la Constitución.

2. Fundamentos Constitucionales y Principios Rec-
tores:

Esta Ley descansa en los títulos competenciales que,
para el establecimiento de las condiciones básicas garantes
de la igualdad de todos en el ejercicio de los derechos y el
cumplimiento de los deberes constitucionales, otorga el
apartado 1º del número 1 del artículo 149 de la Constitu-
ción y la regulación del régimen jurídico básico de todas
las Administraciones públicas y el procedimiento adminis-
trativo común, así como de la expropiación forzosa y del
sistema de responsabilidad de dichas Administraciones,
concede el apartado 18 del mismo precepto constitucional,
en los términos que, con toda precisión, se especifican en
la disposición final primera.

Su contenido dispositivo se entiende como desarrollo
obligado —en el ámbito del espacio competencial que ha
quedado acotado y los términos dispuestos por el número
3 del artículo 53 de la Constitución—, de los principios
rectores, alusivos a derechos constitucionales, proclama-
dos en los artículos 45, 46 y 47 de la Constitución, en su
relación con el orden constitucional económico, y a la
luz, en todo caso, del definitorio de los derechos funda-
mentales y las libertades públicas, presidido por la digni-
dad de la persona en su desarrollo personal en sociedad.
Así lo impone desde luego el artículo 9.2 del texto cons-
titucional, pero también la doctrina de su intérprete su-
premo. En este contexto han de quedar debidamente ase-
gurados tanto el derecho de propiedad como la libertad
de empresa. El primero, por su carácter fundamental para
el libre desarrollo de la persona y el sistema económico-
social en su conjunto, pero obviamente a tenor de su de-
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terminación por el artículo 33 de la Constitución, como
derecho enteramente caracterizado por su función social.
La segunda, por ser crucial, también en los términos de
su configuración por el artículo 38 de la norma funda-
mental, en el momento de la actividad de creación de
nuevo tejido urbano mediante la urbanización y, en su
caso, también en el proceso edificatorio, en cuanto acti-
vidades de promoción de empresas inmobiliarias que
deben ser puestas al servicio del interés general a fin de
que el mercado sirva de instrumento a la satisfacción de
la necesidad social de vivienda a precios asequibles y de
la configuración de una ciudad habitable.

Obviamente, el texto legal ha de incorporar, además, los
principios del Derecho comunitario europeo que inciden en
su objeto, en particular en materia ambiental, así como las
soluciones normativas más contrastadas y avanzadas de los
sistemas de nuestro entorno inmediato, como procede en un
país que pretende homologarse definitivamente por refe-
rencia a los marcos legislativos de mayor solvencia y pres-
tigio de los Estados democráticos europeos.

3. Contenido de la Ley:

A. La organización territorial descentralizada del Es-
tado y su consecuente funcionamiento operativo sobre la
base de una pluralidad de centros territoriales gestores de
los correspondientes intereses públicos, todos ellos capa-
ces de incidir en la utilización racional de los recursos na-
turales y el proceso de ocupación, transformación y uso del
suelo, lleva implícita la exigencia funcional de la concerta-
ción de ese conjunto decisional desde la perspectiva unita-
ria que de suyo impone el carácter único, escaso y no re-
producible del suelo. Dicha concertación debe en cual-
quier caso responder al interés general como fin común de
la acción pública de todas las Administraciones, sin perjui-
cio de los fines específicos de cada una de ellas, tal como
establece el artículo 1.

B. La ordenación del territorio, el urbanismo y la vi-
vienda y, por tanto, la naturaleza, la tierra, la ciudad, el ba-
rrio y el hogar y la residencia no afectan sólo a la propie-
dad inmobiliaria y a la libertad de empresa; afectan, ade-
más y primariamente, al ciudadano en el conjunto de las
dimensiones del desarrollo de su vida personal y social.
Por ello mismo el suelo no sólo tiene un valor de mercado
en tanto que recurso económico apropiable, transformable
y susceptible de tráfico y comercio. El suelo, que es al pro-
pio tiempo el territorio de la comunidad política, tiene,
además y primero, valor en uso, individual y colectivo. El
sistema natural de que forma parte es patrimonio de la co-
munidad, actual y futura, de suerte que la primera es tan
sólo su administradora; y la ciudad debe entenderse como
una corporación de ciudadanos, un espacio complejo de
realización personal y social. El valor de la libertad va aquí
íntimamente unido, sin posibilidad de separación, al valor
de la solidaridad, en igual intimidad que la tradicional
entre los valores de la libertad y la seguridad.

Por ello, ejerce la competencia de establecimiento de
condiciones básicas garantizadoras de la igualdad de todos
en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los de-

beres constitucionales en su sentido recto y pleno, es decir,
cara a la realización íntegra del orden constitucional sus-
tantivo, tal como éste ha sido establecido por el constitu-
yente. De ahí la definición de un verdadero estatuto del
ciudadano en relación con todos los aspectos relativos al
medio ambiente, la utilización de los recursos naturales, la
ordenación del territorio, el urbanismo y la vivienda con-
templado en los artículos 2 y 3. Es en este contexto en el
que adquiere verdadero sentido y perfil adecuado la regu-
lación de las mencionadas condiciones básicas por lo que
hace al derecho de propiedad y la libre empresa. Opera en
este punto la Ley, en la línea que apunta la más reciente
doctrina del Tribunal Constitucional.

Así se definen desde la perspectiva de la exigencia mí-
nima que la ciudadanía constitucional impone a la acción
de los poderes públicos para la efectividad el derecho de
todos a una vivienda digna y adecuada; el cumplimiento
por la propiedad del suelo, tanto la pública como la pri-
vada, de su función en el actual sistema económico y so-
cial; y el desempeño por la libertad de empresa y el mer-
cado del papel que les corresponde en la satisfacción ade-
cuada de necesidades sociales básicas. Los patrimonios
públicos de suelo deben ser en todo caso instrumento fun-
damental, por lo que se refuerza su destino a vivienda de
promoción pública o sometida a cualquier régimen de pro-
tección pública. De su dimensión y de la eficacia en su ges-
tión dependerá, en gran medida, su capacidad para regular
el mercado del suelo y de la vivienda conforme al interés
general e impidiendo la especulación.

En este orden de cosas, resulta inexcusable que el suelo
de titularidad de cualquiera de las Administraciones públi-
cas permanezca preferentemente en el patrimonio de éstas
aun después de desaparecer el concreto destino público
que motivó inicialmente su entrada en él. Y ello, para su
aplicación a otros usos igualmente públicos, muy especial-
mente, al de servir de soporte a vivienda pública o some-
tida a un régimen de protección pública, y ofertadas a la
ciudadanía preferentemente en régimen de arrendamiento.
Se trata, de mantener el actual activo de suelo público para
que sirva de «contrapeso» al privado, de mecanismo de co-
rrección de las disfunciones del mercado del suelo.

La participación de la comunidad en las plusvalías ge-
neradas por la acción pública urbanística establecida por la
Constitución debe permitir el incremento significativo de
los patrimonios públicos de suelo. Para ello y desde la ló-
gica del propio mercado de suelo, se establece —una vez
garantizada con carácter general la viabilidad económica y
ambiental de toda actuación urbanística ejecutada por la
iniciativa privada— la determinación de dicha participa-
ción por cada Comunidad Autónoma en proporción al be-
neficio neto que vaya a proporcionar a la propiedad del
suelo aquella actuación; en ausencia de dicha determina-
ción, esta Ley establece que dicho porcentaje será del 15
por 100, tal como prescribe el artículo 9.

Resulta también necesario establecer una mínima regu-
lación sobre el destino de las viviendas de titularidad y
promoción privadas que la ordenación urbanística esta-
blezca como reservas potenciales para absorber el futuro
crecimiento urbano. Debe formar parte del estatus mínimo
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de ciudadanía, por ello, la prefiguración del medio urbano
mediante el establecimiento de las pertinentes reservas de
suelo para viviendas de promoción pública o sometidas a
un régimen de protección pública, según se establece en el
artículo 2.

Asimismo, esta Ley desarrolla el derecho a la calidad
ambiental del medio urbano. De ahí la exigencia de la cre-
ación de las condiciones mínimas para conseguir una ciu-
dad habitable y equilibrada dotacionalmente desde explíci-
tos criterios de sostenibilidad. Y ello tanto para los nuevos
desarrollos como para la ciudad ya existente.

El estatuto mínimo del ciudadano culmina, como no
podría ser de otra manera, con el derecho a la información,
a la participación en los procesos de aprobación del plane-
amiento y al ejercicio de la acción pública.

C. El ciudadano tiene también —obvio es decirlo—
deberes, justamente los que se corresponden con los dere-
chos que garantizan la igualdad según se regula pormeno-
rizadamente en el artículo 3. Procede destacar los consis-
tentes en conservar sus bienes rústicos y urbanos en condi-
ciones adecuadas y participar en los procesos de planea-
miento, así como también denunciar, en su caso, las trans-
gresiones de la legislación urbanística y territorial de las
que se tuviera conocimiento.

La intervención de los sujetos privados, bien como ti-
tulares del suelo, bien en ejercicio del derecho a la libre
empresa, en el proceso de producción de la ciudad, me-
rece igualmente la atención debida sobre la base de las
prescripciones establecidas en los artículos 33 y 38 de la
Constitución. Se regula en el artículo 6 el contenido ur-
banístico mínimo de la propiedad del suelo, que abarca
los siguientes derechos, en función de sus característi-
cas:

• En el caso del suelo rústico, el uso y disfrute, me-
diante la explotación por medios ordinarios, en relación
con los usos propios del sector primario, así como con
aquellos otros del sector secundario o terciario que se le-
gitimen expresamente por la ordenación territorial y ur-
banística.

• En el caso del suelo ya sujeto al proceso urbanístico a
través de actuaciones de urbanización, además de los ante-
riores, el de participación en la actividad de ejecución del
planeamiento correspondiente junto y/o en concurrencia
con los particulares no propietarios, en los términos y for-
mas que determine la legislación reguladora de la ordena-
ción territorial y urbanística.

• En el caso del suelo ya debidamente urbanizado y
destinado a la edificación, el de la edificación para los usos
autorizados previo cumplimiento de los deberes legales
pertinentes en los términos de la legislación reguladora de
la ordenación territorial y urbanística.

El contenido urbanístico mínimo de la propiedad del
suelo comprende también el deber de asumir los costes de
la ejecución urbanizadora y las cesiones de suelo dotacio-
nal, de infraestructuras y servicios, así como del corres-
pondiente al aprovechamiento urbanístico de la Adminis-
tración obtenido en concepto de participación en las plus-

valías generadas, en los términos ya señalados y regulados
en el artículo 8.

Es importante destacar que la regulación de las men-
cionadas condiciones básicas así establecida no sólo per-
mitirá, sino que inducirá, por sus propias características
—presididas por la confianza en y la lealtad instituciona-
les para con las Comunidades Autónomas— un desarrollo
coherente con la misma y, por tanto, con el orden consti-
tucional en el que se cifra la unidad del conjunto de los or-
denamientos autonómicos de ordenación territorial y ur-
banística.

D. Esta Ley, parte del explícito mandato constitucio-
nal de impedir la especulación del suelo. Sobre esta base
no puede prolongarse ni un día más la situación legal que
posibilita procedimientos inflacionistas de la valoración
del suelo, en la medida en que comportan la consideración
de valores virtuales basados en aprovechamientos urbanís-
ticos potenciales no materializados o en planteamientos de
actuación urbanizadora no garantizados ni asumidos por
sus titulares.

Los criterios legales de valoración actuales conducen a
la fijación de ficticios valores de suelo, que llegan a multi-
plicar por diez o por cien el valor real o de uso. Este resul-
tado en nada se compadece con el principio contrario a la
especulación del suelo que establece el artículo 47 de la
Constitución, ni tampoco tiene parangón en el resto de pa-
íses que forman parte de la Unión Europea.

En el Título II (artículos 10 a 13) de esta Ley, se pro-
cede a valorar la propiedad urbana sobre la base de la asun-
ción de explícitos criterios de razonabilidad, proporciona-
lidad y objetividad.

Para el suelo, en el caso de su consideración como
rústico o sujeto a nueva urbanización en el que aún sus
propietarios no han asumido ni garantizado el compro-
miso de inversión y ejecución que comporta la eventual
actuación urbanizadora de transformación (aprobación
del instrumento de equidistribución), se dispone que su
valor será el derivado de su rentabilidad primaria, sin
consideración de expectativa urbanística alguna que pu-
diera derivarse del aprovechamiento potencial que la co-
munidad pudiera haber previsto. Al valor del suelo se le
adicionará el de las edificaciones que en su caso existan,
tasándose por el valor de reposición, tomando en consi-
deración su estado de conservación, antigüedad y demás
características propias de este método de valoración, así
como del resto de derechos preexistentes, tasados con
arreglo a los criterios de la Ley de Expropiación For-
zosa.

Para el suelo destinado a nueva urbanización en el que
ya se hubiera aprobado el instrumento de equidistribución
preceptivo, se tasará su valor por el correspondiente al an-
terior incrementado en los costes derivados de los proyec-
tos y gastos realizados, incluida la prima de riesgo de la in-
versión efectuada.

Para el suelo con destino urbano, se tasará conjunta-
mente el suelo y la edificación que en su caso exista, apli-
cando exclusivamente a la real superficie construida el
valor básico de repercusión establecido en la normativa ca-
tastral. En caso de carencia de edificación, se establece
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como superficie construida de referencia la media de la
existente en la manzana en la que se inserta la parcela o en
su defecto en 1 m2t/1 m2s de la zona de la que forma parte.

Finalmente, si el suelo con destino urbano dispusiera
de licencia municipal en vigor, el valor anterior se incre-
mentará en los costes derivados de los proyectos y gastos
realizados, incluida la prima de riesgo de la inversión
efectuada.

El Título III (artículos 14 a 17) de esta Ley se dedica a
regular mecanismos que actúan ante el incumplimiento de
la función social de la propiedad del suelo y, en particular,
los relativos a la venta y sustitución forzosa y al estableci-
miento de prestaciones patrimoniales forzosas. En este úl-
timo supuesto, si no se hubiese optado por la venta o ejecu-
ción forzosa sustitutoria para su incorporación inmediata al
mercado, se procedería a penalizar económicamente de
forma progresiva la retención de suelo, durante tres años,
transcurridos los cuales el suelo quedará sometido a venta o
sustitución forzosa, reservándose la Administración ac-
tuante el 40 por 100 del correspondiente aprovechamiento.

Se trata, así, de generar las condiciones que propicien e
impulsen la incorporación al mercado de los bienes urba-
nos destinados al uso residencial.

Por último, esta Ley establece las disposiciones adicio-
nales necesarias para acomodar a su propio contenido las
prescripciones de la legislación vigente que no son objeto
de derogación. Merece ser destacado a este respecto la ac-
tualización del régimen de las excepciones a la reversión
del suelo objeto de expropiación, con la finalidad de su ob-
tención para patrimonios públicos y a los efectos del des-
tino final a la construcción de viviendas públicas o sujetas
a un régimen de protección público.

4. Consideraciones finales:

Aunque no es objeto sustantivo de esta Ley, el Grupo
Parlamentario que la presenta entiende que las sensibles
características que conforman esta materia legislativa
aconsejan su sometimiento al consenso no sólo entre los
diferentes grupos políticos, sino también con las Comuni-
dades Autónomas y Federación de Municipios, pues sólo
del máximo concierto social podrá garantizarse un desa-
rrollo equilibrado y sostenible del espacio urbano y territo-
rial y hacerse efectivos los preceptos constitucionales esta-
blecidos al respecto.» 

JUSTIFICACIÓN

En coherencia con las enmiendas que se presentan.

ENMIENDA NÚM. 19
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, for-
mula la siguiente enmienda al artículo 1.Uno.

ENMIENDA

De modificación.

Se propone sustituir el texto del apartado uno del ar-
tículo 1 por el siguiente:

«Artículo 1. Modificación de la Ley 6/1998, de 13 de
abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones.

Uno.

TÍTULO I

Acción de las Administraciones Públicas y Condiciones
Básicas de Garantía de la Igualdad de Todos los

Ciudadanos en Relación con el Suelo y la Vivienda

Artículo 1. Acción pública con relación al territorio,
el suelo y la vivienda.

1. Las competencias públicas que habiliten para o
cuyo ejercicio implique la regulación, ordenación, ocupa-
ción, transformación y uso del suelo tienen como fin
común la utilización de este recurso conforme al interés
general y según el principio de desarrollo sostenible, sin
perjuicio de los fines específicos que les atribuyan las
Leyes que las regulen. Dicho fin común debe perseguirse
desde el fortalecimiento de los cauces de la concertación
interadministrativa previstos en la legislación vigente.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el
suelo comprende la superficie, el subsuelo y el vuelo.

2. La acción pública deberá promover las condiciones
para que los derechos y deberes de los ciudadanos estable-
cidos en los artículos siguientes sean reales y efectivos,
adoptando, según proceda, medidas de ordenación del te-
rritorio y ordenación urbanística, sustantivas y temporales,
tanto de incremento como de contención del desarrollo que
suponga ocupación y transformación mediante la urbani-
zación de nuevo suelo.

En todo caso, el suelo idóneo y vinculado legalmente al
destino residencial por la ordenación del territorio y la or-
denación urbanística sirve a la realización del derecho de
todos a disfrutar de una vivienda digna y adecuada.

Artículo 2. Derechos del ciudadano.

Todos los ciudadanos tienen derecho:

a) A la promoción de su acceso efectivo a una vi-
vienda digna y adecuada a un precio razonable en función
de la renta disponible, mediante políticas públicas perma-
nentes de vivienda que cuando menos sujeten ésta a un ré-
gimen que habilite para tasar el precio de su oferta en venta
o alquiler.

b) A la previsión de suelo adecuado y suficiente para
uso residencial, con reserva en todo caso de una parte pro-
porcionada a vivienda sujeta a un régimen que cuando
menos tase su precio en venta o alquiler, para, una vez ur-
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banizado y edificado, hacer efectivo el derecho previsto en
la letra anterior.

c) A la aplicación preferente del suelo de propiedad
pública que resulte innecesario para los destinos que im-
pliquen su condición de dominio público y, en particular,
de los bienes integrantes de los patrimonios públicos de
suelo previstos por la legislación que regule la ordenación
del territorio y la ordenación urbanística, a la construcción
de vivienda sujeta a un régimen que cuando menos sujete
su oferta a precio tasado en venta o alquiler.

d) A la puesta en el mercado por las Administraciones
públicas de suelo de su propiedad, cuando proceda y pre-
ferentemente en términos que permitan la conservación
por éstas de su titularidad, para la regulación del mercado
de suelo y la lucha contra la especulación.

e) A la incorporación al proceso de transformación
mediante la urbanización únicamente del suelo preciso
para la satisfacción de las necesidades sociales que la jus-
tifiquen y que sea idóneo a tal fin.

f) A un medio ambiente urbano adecuado, tanto en
la ciudad ya existente como en el tejido urbano de nueva
creación, que, como mínimo: 1.º), responda a una distri-
bución equilibrada y compatibilizadora de los usos y las
actividades, así como a una densidad adecuada de la po-
blación y proporcionada a la capacidad funcional efec-
tiva de las infraestructuras y los servicios públicos o de
interés general de carácter urbano, que nunca podrá supe-
rar la máxima establecida para los nuevos desarrollos ur-
banos, ni ser incrementada, sin la proporcionada reserva
dotacional correspondiente, en caso de que la real ya rea-
lizada en la ciudad existente fuera igual o superior a esta
última; y 2.º) cumpla los estándares de calidad y densi-
dad, así como de dotación suficiente de infraestructuras,
equipamientos educativos, sanitarios y culturales y zonas
verdes, de recreo, expansión y deportivas públicas, y
también las medidas que garanticen la accesibilidad ur-
bana a las personas con alguna discapacidad, todo ello en
los términos definidos por la legislación reguladora de la
ordenación del territorio y la ordenación urbanística.

g) A la conservación y protección, efectivas, suficien-
tes y adecuadas del patrimonio histórico, cultural y artís-
tico, así como arquitectónico.

h) A la no afección de la vivienda que constituya su
domicilio o residencia por inmisiones contaminantes de
cualquier tipo que superen los límites máximos admitidos
por la legislación de pertinente aplicación.

i) Al uso común y general de los viales urbanos, pea-
tonales y de circulación rodada, y de las zonas verdes, de
recreo, expansión y deportivas públicas, así como a acce-
der, en condiciones no discriminatorias, a la utilización de
los equipamientos colectivos, incluidos los que no sean de
uso o servicio público.

j) Al acceso, en las condiciones de venta o alquiler vi-
gentes para las sujetas a régimen de precio tasado, a una vi-
vienda resultante de la correspondiente actuación, en calidad
de ocupante de bien inmueble afectado por el proceso de
nueva urbanización o de reforma de la existente, cuando éste
requiera su desalojo en aplicación de la expropiación for-
zosa; así como al retorno regulado en la legislación sobre

arrendamientos, ejercitable frente al dueño de la nueva edifi-
cación, y al alojamiento provisional hasta el retorno, a cargo
del propietario, en calidad de arrendatario de inmueble que
sea objeto de demolición en virtud del proceso edificatorio.

k) Al acceso a la información que sobre la ordenación
del territorio, la ordenación urbanística y la evaluación
ambiental dispongan las Administraciones públicas.

l) A la participación en los procedimientos de apro-
bación de cualesquiera instrumentos de ordenación del te-
rritorio o de ordenación urbanística mediante la formula-
ción de alegaciones, sugerencias, propuestas, reclamacio-
nes y quejas.

m) Al ejercicio de la acción pública para hacer respe-
tar las determinaciones de la ordenación del territorio y la
ordenación urbanística, así como las decisiones resultantes
de procedimientos de evaluación del impacto ambiental.

Artículo 3. Deberes del ciudadano.

Todos los ciudadanos tienen el deber de:

a) Observar y cumplir las determinaciones de la orde-
nación del territorio y la ordenación urbanística, cum-
pliendo los deberes y levantando las cargas que impongan.

b) Preservar y contribuir a mejorar el medio ambiente
y el paisaje natural y urbano, absteniéndose en todo caso
de realizar cualquier acto o desarrollar cualquier actividad
no permitidos por la legislación de pertinente aplicación.

c) Preservar el patrimonio histórico, cultural y artís-
tico, así como el arquitectónico.

d) Respetar y hacer un uso adecuado, acorde en todo
caso con sus características y función, de los bienes de do-
minio público y de las infraestructuras y los servicios ur-
banos, en especial del mobiliario urbano.

e) Abstenerse de realizar cualquier acto o de desarro-
llar cualquier actividad que comporte riesgo de perturba-
ción o lesión de los bienes públicos o de terceros con in-
fracción de la legislación de pertinente aplicación y, en su
caso, sin la obtención de la autorización administrativa
previa necesaria o en contravención de las condiciones le-
gítimas de ella.

f) Realizar los actos y desarrollar las actividades y los
usos que comporten riesgo para el medio ambiente ade-
cuado, natural o urbano, previo levantamiento de las cargas
y el cumplimiento de los deberes dispuestos por la legisla-
ción que los regule, así como con el empleo de la mejor tec-
nología disponible en cada momento en el mercado.

g) A participar en los procedimientos a que hace refe-
rencia la letra l) del artículo anterior.

h) A denunciar a las autoridades competentes toda
transgresión de la legislación de conservación de la natura-
leza, flora y fauna, ordenación del territorio, ordenación
urbanística y medio ambiente.

Artículo 4. Ordenación del territorio y ordenación ur-
banística.

La ordenación del territorio y la ordenación urbanística
son funciones públicas que, en todo caso, organizan y de-
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finen el uso del territorio y del suelo al servicio del interés
general y conforme al principio del desarrollo sostenible.
Su regulación legal debe asegurar la dirección y el control
por la Administración o Administraciones públicas com-
petentes del entero proceso de ocupación, transformación
y utilización del suelo por cualesquiera sujetos, públicos y
privados.

Artículo 5. Iniciativa privada en la urbanización y la
edificación.

La regulación por la legislación de la ordenación del te-
rritorio y la ordenación urbanística de la ejecución de los
instrumentos que prevea deberá asegurar:

a) El derecho de iniciativa, en ejercicio de la libertad
de empresa, para la habilitación, por procedimiento en
competencia, para el desarrollo de la actividad de urbani-
zación en las condiciones dispuestas por la ordenación del
territorio y urbanística y bajo la dirección y el control, en
todo caso, de la Administración pública competente, sin
perjuicio de la preferencia temporal o en igualdad de con-
diciones en la expresada competencia que pueda otorgarse
a la propiedad del suelo para urbanizar.

b) El derecho del propietario a realizar, por sí o a tra-
vés de terceros, la edificación permitida en los terrenos de
que sea titular, siempre que éstos reúnan las condiciones
físicas y jurídicas requeridas legalmente para servir de so-
porte al proceso edificatorio y se lleven a cabo en el tiempo
y las condiciones al efecto previstas por la ordenación del
territorio y la ordenación urbanística, así como de confor-
midad con la legislación reguladora del proceso edificato-
rio y la autorización urbanística que proceda.

Artículo 6. Contenido del derecho de propiedad del
suelo.

1. El derecho de propiedad del suelo comprende:

a) Las facultades de goce y explotación del bien exis-
tente a tenor de su situación, características objetivas y
destino, conforme o, en todo caso, no incompatible con el
régimen territorial y urbanístico del suelo, así como la le-
gislación que sea aplicable por razón de las características
y situación del bien, especialmente la reguladora de la or-
denación del territorio y la ordenación urbanística, siempre
que se ejerciten empleando medios normales que no pro-
duzcan la transformación urbanística del bien.

A las facultades anteriores se añaden:

— La de edificar sobre unidad apta para ello en los tér-
minos dispuestos en la letra b) del artículo 5 cuando la or-
denación del territorio y la ordenación urbanística atribu-
yan a aquélla edificabilidad para uso o usos determinados
y legitimen el desarrollo del proceso edificatorio al margen
de las actuaciones definidas en el número 1 del artículo 9.

— La de participar en la ejecución de actuaciones de
las previstas en el número 1 del artículo 9 cuando el bien
quede sujeto por éstas al proceso urbanizador, en régimen

de equitativa distribución de beneficios y cargas y a los
efectos de obtener la superficie de suelo urbanizado edifi-
cable que proceda en proporción a la superficie inicial
aportada a la referida ejecución. La participación implicará
como mínimo la que resulte del levantamiento de las car-
gas propias del correspondiente régimen de la propiedad
del suelo. Esta facultad se entiende sin perjuicio de la de
iniciativa en ejercicio de la libertad de empresa a los efec-
tos de lo dispuesto en la letra a) del artículo anterior.

b) Los deberes de dedicación del bien al uso previsto
o autorizado por la ordenación del territorio y la ordena-
ción urbanística, incluida la edificación; de conservación
del mismo en las condiciones legales de servir de soporte a
dicho uso y en todo caso en las de seguridad, sanidad y or-
nato legalmente exigibles; así como de realización de los
trabajos de mejora y rehabilitación hasta el límite definito-
rio del contenido propio de la conservación.

Cuando el bien tenga destino urbano y esté desocupado,
no siendo necesario para su titular, el deber de dedicación
al uso previsto o autorizado supone, si éste es el de vi-
vienda, el de colocación en el mercado de venta o alquiler.

Cuando el bien tenga destino de nueva urbanización o
reforma de la existente, el deber de participar, en régimen
de equitativa distribución de beneficios y cargas y los tér-
minos de la legislación reguladora de la ordenación del te-
rritorio y la ordenación urbanística, en la ejecución de la
correspondiente actuación de las definidas en el número 1
del artículo 9, poniendo a disposición del responsable de
dicha ejecución los bienes que deban ser ocupados para la
realización de las correspondientes obras, y levantando las
cargas que para el suelo deriven de su régimen urbanístico.

Cuando el bien tenga destino rústico o de manteni-
miento del medio rural y natural o, cualquiera que sea su
destino, esté vacante de edificación, el deber de conserva-
ción supone el mantenimiento de las condiciones de los te-
rrenos y de su masa vegetal en condiciones de evitar ries-
gos de erosión, incendio, para la seguridad o salud públi-
cas, daño o perjuicio a terceros, contaminación de la tierra,
el agua o el aire e inmisiones contaminantes indebidas en
otros bienes, así como del establecimiento y funciona-
miento de los servicios derivados de los usos y las activi-
dades que se desarrollen en el bien.

2. El régimen urbanístico del suelo es estatutario y re-
sulta de su vinculación, en los términos dispuestos por la
legislación reguladora de la ordenación del territorio y la
ordenación urbanística, a concretos destinos. En la enaje-
nación del suelo y de las construcciones o edificaciones el
adquirente quedará subrogado por ministerio de la Ley en
la situación del transmitente, sin perjuicio del ejercicio por
aquél contra éste de las acciones que legalmente procedan.

Artículo 7. Vinculación del suelo a destinos urbanísti-
cos básicos.

1. El suelo debe quedar adscrito, a los efectos de esta
Ley, a una de las clases que prevea la legislación regula-
dora de la ordenación del territorio y la ordenación urba-
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nística para vincular los terrenos correspondientes, según
proceda, a uno de los siguientes destinos básicos:

a) El rústico o de mantenimiento del medio rural y na-
tural, con exclusión en todo caso de cualquier proceso de
transformación mediante la urbanización.

Procede esta adscripción, como mínimo, para los bie-
nes de dominio público conforme a la legislación de cos-
tas, los colindantes con cualesquiera bienes de dominio
público que estén sujetos a limitaciones de policía de éste
conforme a la legislación que los regule y los terrenos que
estén sujetos a una específica protección en aplicación de
la legislación de protección de la naturaleza, del patrimo-
nio histórico, artístico o arqueológico o que deban quedar
sujetos a una tal protección conforme a la ordenación del
territorio y la ordenación urbanística por los valores en
ellos concurrentes, incluso los agrícolas, ganaderos, fores-
tales y paisajísticos, así como aquellos en los que se hagan
presentes riesgos naturales o tecnológicos, incluidos los de
accidentes mayores y, en cualquier caso, para aquellos sue-
los en los que resulten de aplicación otros criterios en los
términos establecidos en la legislación de ordenación del
territorio o urbanística.

b) El de nueva urbanización o reforma de la existente
mediante la urbanización, incluida la obtención de nuevas
dotaciones públicas necesarias, en actuaciones de las defi-
nidas en el número 1 del artículo 9.

Procede esta adscripción para los terrenos cuya trans-
formación mediante la urbanización, habiendo sido objeto
de evaluación ambiental positiva, sea necesaria y adecuada
para la cobertura de las necesidades sociales previsibles y
la eficaz ordenación del mercado de nuevo suelo urbani-
zado, así como los que, aun estando ya transformados,
deban quedar sujetos a operaciones de reforma para su de-
bida urbanización o la renovación o adecuación de la exis-
tente, incluso para la adecuación de las dotaciones públi-
cas a la mayor edificabilidad prevista.

La vinculación derivada de esta adscripción rige, en cual-
quier caso, únicamente desde la aprobación del correspon-
diente instrumento previsto por la ordenación del territorio y
la ordenación urbanística hasta la ultimación de la corres-
pondiente actuación con recepción definitiva de la urbaniza-
ción realizada por la Administración competente o entrega a
ésta de las dotaciones públicas correspondientes.

c) El urbano o de mantenimiento del tejido urbano
existente.

Procede en todo caso esta adscripción para los terrenos
que formen parte ya de una trama urbana consolidada con
las dotaciones y los servicios declarados mínimos precisos
y adecuados funcionalmente a la edificación existente y
posible, así como los susceptibles de ser incorporados a
dicha trama sin necesidad de nuevas obras de urbanización
para la extensión o adecuación de las redes de los aludidos
servicios o de las dotaciones públicas necesarias.

En ningún caso la situación real de los terrenos será cri-
terio suficiente para, por sí sola, determinar la correspon-
diente adscripción del suelo.

2. La vinculación a que se refiere el número anterior:

a) Deriva exclusivamente de la ordenación del territo-
rio y la ordenación urbanística en los términos que dis-
ponga la legislación que regule una y otra.

b) No atribuye por sí sola al contenido del derecho de
propiedad del suelo la edificabilidad para uso o usos deter-
minados que de ellas resulte, dependiendo la patrimoniali-
zación de ésta del completo cumplimiento de los deberes y
el total levantamiento de las cargas propias del correspon-
diente régimen del suelo, en los términos dispuestos por la
legislación reguladora de la ordenación del territorio y la
ordenación urbanística.

Artículo 8. Cargas del suelo.

La vinculación del suelo prevista en el artículo anterior
comporta para los propietarios:

a) En suelo que tenga destino urbano y como condi-
ción para el desarrollo del proceso edificatorio: el levanta-
miento de la carga de ejecución de las obras accesorias de
urbanización aún pendientes o, en su caso, abono de su
coste a la Administración competente y, cuando proceda,
la entrega a ésta, en propiedad y libre de cargas, de la su-
perficie de suelo dotacional público preciso para legitimar
el proceso edificatorio.

b) En suelo que tenga destino de nueva urbanización o
de reforma de la existente y como condición para la adjudi-
cación, en suelo o indemnización sustitutoria, del pertinente
beneficio neto resultante de la ejecución de la correspon-
diente actuación, el levantamiento de las siguientes cargas:

— La entrega a la Administración competente, en pro-
piedad y libre de cargas, del suelo correspondiente a los
viales, espacios libres, zonas verdes y restantes dotaciones
públicas de la propia actuación o adscritas a ella para su
obtención.

— La entrega a la Administración competente, en pro-
piedad y libre de cargas, del suelo, ya urbanizado, corres-
pondiente al porcentaje de la edificabilidad de la corres-
pondiente actuación que, en función del beneficio neto que
resulte de la misma, fije la legislación reguladora de la or-
denación del territorio y la ordenación urbanística. En au-
sencia de determinación por ésta, dicho porcentaje será el
15 por 100.

— El costeamiento y, en su caso, la ejecución de todas
las obras de urbanización previstas en la actuación corres-
pondiente, así como de las infraestructuras de conexión de
aquéllas con las redes generales de servicios y, en su caso,
las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera
de la actuación demandadas por la dimensión y caracterís-
ticas específicas de la misma, y la entrega de todas ellas a
la Administración competente para su incorporación al
dominio público.
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c) En suelo cuyo destino sea rústico o de manteni-
miento del medio rural o natural, el costeamiento y la eje-
cución de las obras y los trabajos necesarios para la con-
servación del suelo y su masa vegetal en el estado legal-
mente exigible, en particular a los efectos de la prevención
de riesgos de erosión, incendio, para la seguridad o salud
públicas, daño o perjuicio a terceros, contaminación de la
tierra, el agua o el aire e inmisiones contaminantes indebi-
das en otros bienes; así como el levantamiento de las
demás cargas que establezca la legislación de la ordena-
ción del territorio y la ordenación urbanística, en todo caso
para la recuperación de las plusvalías que genere la acción
pública.

Artículo 9. Régimen de las actuaciones de urbani-
zación.

1. Son actuaciones a efectos de esta Ley:

a) Las que supongan la transformación del suelo me-
diante su urbanización para la creación, junto con las co-
rrespondientes infraestructuras y dotaciones públicas, de
dos o más unidades finales:

— Susceptibles de servir de soporte a la edificación in-
dependiente; y

— Dotadas de todos los servicios exigidos por la orde-
nación del territorio y la ordenación urbanística.

b) Las que tengan por objeto reajustar la proporción
entre las dotaciones públicas y la edificabilidad y usos atri-
buidos al suelo a los que deban servir aquéllas.

2. Todas las actuaciones que supongan transforma-
ción mediante la urbanización o cambio del destino básico
del suelo deben ser objeto de evaluación ambiental, salvo
las que ejecute la Administración pública, deben ser, ade-
más, viables económicamente.

3. Los propietarios de suelo comprendidos en actua-
ciones cuya ejecución se lleve a cabo por la iniciativa pri-
vada tienen en todo caso derecho a:

a) No participar en la ejecución y ser, por tanto, ob-
jeto de expropiación.

b) Participar en la ejecución a los efectos de obtener
suelo urbanizado edificable resultante en estricta propor-
ción a la superficie del que aporten y pongan a disposición
de la ejecución, sin reducción alguna o con la correspon-
diente al importe de las cargas propias de los deberes de la
propiedad según el destino básico al que esté vinculado el
suelo correspondiente, según que, además, levanten o no
dichas cargas, así como a ser indemnizados por las cons-
trucciones y edificaciones que deban ser demolidas.

c) A la justa distribución de beneficios y cargas entre
todas las propiedades afectadas por la actuación urbanís-
tica.

4. El sujeto legitimado para la ejecución de una ac-
tuación es responsable de ésta ante la Administración com-

petente hasta que se produzca la entrega a y recepción por
ella de todas las obras de urbanización y restantes infraes-
tructuras. En las actuaciones ejecutadas por la iniciativa
privada, las obras de urbanización tienen la condición de
obras privadas hasta su entrega a y recepción por la Admi-
nistración actuante, sin perjuicio de las potestades que
sobre ellas y durante su realización la legislación reserve a
ésta.

TÍTULO II

Valoraciones

Artículo 10. Ámbito del régimen de valoración.

1. Las valoraciones del suelo, las construcciones y
edificaciones y los usos establecidos en ellas se rigen por
lo dispuesto en esta Ley cuando tengan por objeto:

a) La verificación de cualquiera de las operaciones
precisas, conforme a la legislación aplicable y, en particu-
lar la de la ordenación del territorio y la ordenación urba-
nística, para la ejecución del planeamiento y, en especial,
las de reparto de beneficios y cargas.

b) La fijación del justiprecio en la expropiación, cual-
quiera que sea la finalidad de ésta y la legislación que la
motive.

c) La determinación de la responsabilidad de la Ad-
ministración pública.

2. Las valoraciones se entienden referidas:

a) Cuando se trate de las operaciones contempladas
en la letra a) del número anterior, a la fecha de aproba-
ción del concreto planeamiento o instrumento que las
motive.

b) Cuando se aplique la expropiación forzosa, al
momento de iniciación del expediente de justiprecio indi-
vidualizado o de exposición al público del proyecto de
expropiación si se sigue el procedimiento de tasación
conjunta.

c) Cuando la valoración sea necesaria a los efectos de
determinar la indemnización por responsabilidad extra-
contractual de la Administración pública, al momento de
la entrada en vigor o del comienzo de la eficacia del plane-
amiento o instrumento determinante de la lesión.

Artículo 11. Valoración del suelo y de las construc-
ciones, edificaciones e instalaciones.

1. Cuando se trate de suelo con destino rústico o de
mantenimiento del medio rural o natural, así como de
nueva urbanización o reforma de la existente respecto del
que no se hubiera producido aún la aprobación administra-
tiva del instrumento que, conforme a la legislación de or-
denación del territorio y ordenación urbanística, produzca
la justa distribución de beneficios y cargas entre los pro-
pietarios comprendidos en la correspondiente actuación de
las definidas en el número 1 del artículo 9:
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a) Los terrenos se tasarán en el valor que resulte de la
capitalización de la renta anual real de la explotación
según su estado en el momento de la práctica de la valora-
ción, sin que éste pueda en ningún caso ser inferior al cal-
culado por la media del valor catastral fijado para los tres
años inmediatamente anteriores.

b) Las construcciones y edificaciones se tasarán con
independencia del suelo y en el valor del coste de su re-
posición actual, corregido en función de la antigüedad y
el estado de conservación de acuerdo con la normativa
catastral.

c) Las plantaciones, los sembrados y las instalacio-
nes para la explotación del suelo preexistentes que no
hayan sido considerados, en calidad de mejoras perma-
nentes, en la valoración del suelo, así como las indemni-
zaciones por razón de arrendamientos rústicos, se tasa-
rán con arreglo a los criterios de la Ley de Expropiación
Forzosa.

d) En ningún caso podrán considerarse expectativas
derivadas de la asignación de edificabilidades y usos por la
ordenación territorial o urbanística que no hayan sido aún
plenamente realizados.

2. Cuando se trate de suelo con destino de nueva ur-
banización o reforma de la existente y respecto del cual
se hubiera producido ya la aprobación administrativa del
instrumento que, conforme a la legislación de la ordena-
ción del territorio y la ordenación urbanística, produzca
la justa distribución de beneficios y cargas entre los pro-
pietarios comprendidos en la correspondiente actuación
de las definidas en el número 1 del artículo 9, la tasación
se efectuará en la forma prevista en el número anterior,
incrementando el valor obtenido, en el caso de los terre-
nos, en el importe total de los gastos necesarios y útiles
derivados de la elaboración del proyecto o proyectos téc-
nicos, así como los de financiación, gestión y promoción
precisos para la ejecución de la actuación incluso la
prima de riesgo de la inversión efectuada y debidamente
justificados.

3. Cuando se trate de suelo con destino urbano, se ta-
sará conjuntamente el suelo y la o las construcciones o edi-
ficaciones existentes, aplicando el valor básico de repercu-
sión en parcela recogido en las ponencias de valores catas-
trales o, en su caso, del de repercusión en calle o tramo de
calle corregido en la forma dispuesta en la normativa téc-
nica de valoración catastral exclusivamente al aprovecha-
miento urbanístico realizado y existente. De no existir las
referidas ponencias o haber perdido su vigencia el valor en
éstas fijado, se aplicarán los valores de repercusión obteni-
dos por el método residual.

Cuando existiera licencia municipal en vigor que au-
torice para la edificación, el valor obtenido conforme al
párrafo anterior se incrementará en el importe de la tota-
lidad de los gastos necesarios y útiles derivados de la
elaboración del proyecto o proyectos técnicos legal-
mente preceptivos, así como de los de financiación, ges-
tión y promoción del proceso edificatorio, incluso la
prima de riesgo de la inversión efectuada, debidamente
justificados.

Artículo 12. Valoración del suelo con destino urbano
no edificado.

A los efectos de la tasación de los terrenos conforme a
lo dispuesto en el número 3 del artículo anterior en suelo
que, teniendo destino urbano, no estén construidos o edi-
ficados, se estará, como aprovechamiento de referencia
para la aplicación del valor de repercusión, a la media
ponderada de los realizados en la manzana en la que esté
ubicada la parcela o, en su defecto, al resultante de un
metro cuadrado construido por metro cuadrado de suelo
del uso mayoritario en la zona urbana de la que forme
parte dicha parcela.

Artículo 13. Régimen de la valoración.

La valoración se realiza, en todo lo no dispuesto en esta
Ley:

a) Conforme a los criterios que determinen las Leyes
de la ordenación del territorio y la ordenación urbanística,
cuando tenga por objeto la verificación de las operaciones
precisas para la ejecución del planeamiento urbanístico y,
en especial, la distribución de los beneficios y las cargas de
éste derivadas.

b) Con arreglo a los criterios de la legislación general
de expropiación forzosa y de responsabilidad de las Admi-
nistraciones públicas, según proceda, en los restantes
casos.

TÍTULO III

Incumplimiento de la función social de la propiedad
del suelo

CAPÍTULO I

Venta y sustitución forzosas

Artículo 14. Procedencia y alcance de la venta o sus-
titución forzosas.

1. Siempre que, en función de la programación del
proceso edificatorio, sea aplicable la expropiación, incluso
con el carácter de sanción, por incumplimiento de la fun-
ción social de la propiedad, la Administración actuante
podrá sustituir ésta por la aplicación del régimen de venta
forzosa, la cual se llevará a cabo, de oficio o a instancia de
parte y por concurso, conforme al procedimiento que de-
terminen las Leyes de la ordenación del territorio y la or-
denación urbanística.

La Administración pública competente deberá garan-
tizar, por medio adecuado y de actualización periódica
suficiente, la publicidad de los datos relativos a los te-
rrenos aptos para la edificación que, estando vacantes o
debiendo ser objeto de rehabilitación o sustitución com-
pleta, sean susceptibles de venta forzosa por incumpli-
miento de la programación imperativa del proceso edifi-
catorio.
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2. La venta forzosa podrá referirse tanto al derecho de
propiedad, como al derecho de ejecución de edificación,
para imponer, en este último caso, la realización de ésta en
sustitución forzosa y régimen de propiedad horizontal con
el propietario actual del suelo. En ambos supuestos, el de-
recho en dicho régimen del propietario del suelo será el de-
rivado de minorar el valor de la superficie del suelo de que
se trate en el porcentaje que, en su caso, determine la legis-
lación reguladora de la ordenación del territorio y la orde-
nación urbanística.

Artículo 15. Régimen de la venta o sustitución for-
zosas.

1. Dictada, de oficio o a instancia de interesado, resolu-
ción declaratoria del incumplimiento de deberes del régimen
de la propiedad del suelo y acordada la aplicación del régi-
men de venta forzosa o ejecución sustitutoria, la Administra-
ción actuante remitirá al Registro de la Propiedad certifica-
ción del acto o actos correspondientes para su constancia por
nota al margen de la última inscripción de dominio. La situa-
ción de venta forzosa o ejecución sustitutoria se consignará
en las certificaciones registrales que de la finca se expidan.

2. En caso de que el concurso quede desierto, la Ad-
ministración actuante podrá adjudicarse el bien por el pre-
cio del derecho reconocido al propietario conforme al nú-
mero 2 del artículo anterior, adoptando las medidas proce-
dentes para la edificación y, en su caso, urbanización.

3. Resuelto el concurso, la Administración actuante
expedirá certificación de la adjudicación, que será título
inscribible en el Registro de la Propiedad.

En la inscripción registral se harán constar las condicio-
nes y los plazos de edificación a que quede obligado el ad-
quirente en calidad de resolutorias de la adquisición.

CAPÍTULO II

Prestaciones patrimoniales forzosas

Artículo 16. Prestaciones patrimoniales forzosas por
terrenos sin edificar.

1. Los Municipios, mediante la correspondiente Or-
denanza, deberán imponer una prestación patrimonial no
fiscal, de carácter forzoso y periodicidad anual, por los si-
guientes conceptos:

a) Terrenos con destino urbano y ya urbanizados en
términos que los haga aptos para la edificación y el uso de
vivienda en cualquiera de sus variedades, siempre que se
encuentren vacantes, no se encuentren aún sometidos al ré-
gimen de venta o sustitución forzosa y haya transcurrido el
plazo previsto en la programación del proceso edificatorio,
mientras en ellos no se dé inicio a la edificación.

b) Terrenos con destino de nueva urbanización, inclui-
dos en una de las actuaciones definidas en el número 1 del
artículo 9 y aptos para la edificación y el uso de vivienda en
cualquiera de sus variedades, que, estando ya urbanizados,
se encuentren vacantes, no estén sometidos aún al régimen

de venta o sustitución forzosa y haya transcurrido el plazo
previsto en la programación del proceso edificatorio, mien-
tras en ellos no se dé inicio a la edificación.

2. La sujeción a la prestación patrimonial forzosa a
que se refiere el número anterior tendrá una duración má-
xima de tres años. Al cumplirse este plazo, la parcela o el
solar correspondiente quedará por ministerio de la Ley su-
jeta al régimen de venta forzosa o el de sustitución forzosa
establecido en el artículo 15, con la especialidad de corres-
ponder a la Administración actuante el cuarenta por ciento
del aprovechamiento atribuido a la parcela o el solar.

Artículo 17. Importe y liquidación de las prestaciones
patrimoniales forzosas por terrenos sin edificar.

1. El importe de las prestaciones patrimoniales for-
zosas previstas en el artículo anterior será, como mínimo
y con relación al valor total del aprovechamiento suscep-
tible de realización sobre la parcela o el solar correspon-
diente, el siguiente:

a) El primer año: el diez por ciento.
b) El segundo año: el veinte por ciento.
c) El tercer año: el treinta por ciento.

2. Las prestaciones patrimoniales forzosas se liquida-
rán y recaudarán con ocasión de la liquidación y recauda-
ción del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, salvo que
deban serlo de forma independiente.» 

JUSTIFICACIÓN

Se presenta la enmienda por coherencia con la enmienda
presentada a la totalidad del texto y en coherencia con el
contenido del texto alternativo presentado. Se considera que
el encarecimiento del precio de la vivienda debe combatirse
con medidas adecuadas a este efecto que requieren una
mayor dirección de la gestión urbanística por parte de los
poderes públicos que evite la especulación del suelo.

Se potencia la intervención del urbanizador privado
como agente activador de la oferta de vivienda, factor este
que ha demostrado en la práctica ser el idóneo para com-
batir la retención especulativa del suelo por los propieta-
rios del mismo, principal motivo del encarecimiento del
precio de la vivienda.

También se pretende un mayor respeto y adecuación a
las competencias de las Comunidades Autónomas y a la
autonomía local según reciente doctrina del Tribunal
Constitucional.

ENMIENDA NÚM. 20
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, for-
mula la siguiente enmienda al artículo 3.
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ENMIENDA

De modificación.

Se propone sustituir el texto del artículo 3 por el si-
guiente:

«Artículo 3. Condiciones para el ejercicio de la acti-
vidad de intermediación inmobiliaria.

El ejercicio de las actividades enumeradas en el artículo
1 del Decreto 3248/1969, de 4 de diciembre, por el que se
aprueba el régimen de los Colegios Oficiales de Agentes
de la Propiedad Inmobiliaria y de su Junta general, reque-
rirá la posesión del título oficial u homologado correspon-
diente sin que sea obligatoria la pertenencia a ningún Co-
legio Oficial.» 

JUSTIFICACIÓN

Mejor regulación de la actividad de mediación inmobi-
liaria.

ENMIENDA NÚM. 21
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, for-
mula la siguiente enmienda a la Disposición Adicional
(nueva).

ENMIENDA

De adición.

Se propone la adición de una nueva Disposición Adi-
cional con el texto siguiente:

«Disposición Adicional. Libre competencia del sumi-
nistro de combustibles a las aeronaves en los aeropuertos
españoles.

En desarrollo de los preceptos vinculados al libre su-
ministro de combustible recogidos en la Directiva
1996/97 de la CE, de 15 de octubre de 1996, relativa al
acceso al mercado de asistencia en tierra de los aeropuer-
tos de la Unión Europea, el Gobierno reglamentará en el
plazo de tres meses la normativa reguladora que posibi-
lite la libre competencia en los aeropuertos españoles en
el suministro de combustibles a las aeronaves. Dicha nor-
mativa establecerá, con carácter prioritario, la liberaliza-
ción del suministro de combustible en los aeropuertos con
tráficos superiores a los dos millones de pasajeros/
año y dentro de estos a los aeropuertos turísticos insulares
y a los peninsulares calificados como aeropuertos comu-
nitarios.» 

JUSTIFICACIÓN

Completar la regulación para fomentar la libre compe-
tencia en los aeropuertos españoles en relación con el su-
ministro de combustibles a las aeronaves.

ENMIENDA NÚM. 22
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, for-
mula la siguiente enmienda a la Disposición Adicional
(nueva segunda).

ENMIENDA

De adición.

Se propone la adición de una nueva Disposición Adi-
cional nueva segunda con el texto siguiente:

«Disposición Adicional. Pago del justiprecio en la
expropiación por razón de ordenación del territorio y ur-
banismo.

En todas las expropiaciones que lleve a cabo para la eje-
cución de la ordenación del territorio y la ordenación urba-
nística, la Administración competente podrá satisfacer el
justiprecio mediante la adjudicación de terrenos de valor
equivalente en los supuestos en que, por así exigirlo el in-
terés público, determine la legislación de la ordenación del
territorio y la ordenación urbanística.» 

ENMIENDA NÚM. 23
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, for-
mula la siguiente enmienda a la Disposición Adicional
(nueva tercera).

ENMIENDA

De adición.

Se propone la adición de una nueva Disposición Adi-
cional nueva tercera con el texto siguiente:

«Disposición Adicional. Supuestos de no reversión
en expropiaciones por razón de ordenación del territorio y
urbanismo.

Si en virtud de modificación o revisión del instru-
mento previsto por la legislación de la ordenación del te-
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rritorio y la ordenación urbanística se alterara el uso que
motivó la expropiación de suelo, procederá la reversión
salvo que concurra alguna de las siguientes circunstan-
cias:

a) Cualquiera de los supuestos en que no procede la
reversión de acuerdo con la Ley de expropiación forzosa y,
en cualquier caso, cuando el uso dotacional público que
hubiera motivado la expropiación hubiera sido efectiva-
mente implantado, así como cuando el nuevo uso asignado
al suelo sea igualmente dotacional público.

b) Haberse producido la expropiación para la for-
mación o ampliación de un patrimonio público de suelo,
siempre que el nuevo uso o sea compatible con los fines
de éste o sea el de vivienda en cualquiera de sus varieda-
des, debiendo destinarse los terrenos, en este último
caso, a la construcción de viviendas en un régimen que
cuando menos habilite para tasar su precio en venta o al-
quiler.

c) Haberse producido la expropiación en aplicación
de ésta como mecanismo para la ejecución de una actua-
ción de las definidas en el número 1 del artículo 9, salvo
que hayan transcurrido más de diez años desde la expro-
piación sin que la urbanización se haya concluido.

d) Haberse producido la expropiación por incumpli-
miento de deberes o el no levantamiento de cargas propios
del régimen aplicable al suelo por razón de su destino bá-
sico conforme a esta Ley.» 

ENMIENDA NÚM. 24
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo
previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado,
formula la siguiente enmienda a la Disposición Deroga-
toria.

ENMIENDA

De modificación.

Se propone la sustitución del texto de la Disposición
Derogatoria por el texto siguiente:

«Disposición Derogatoria.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan
a lo dispuesto en la presente Ley y, en particular, el Real
Decreto-Ley 4/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgen-
tes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y Trans-
portes.» 

JUSTIFICACIÓN

Mejora técnica.

ENMIENDA NÚM. 25
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula
la siguiente enmienda a la Disposición Final Segunda.

ENMIENDA

De modificación.

Se propone la sustitución del texto de la disposición
final primera por el siguiente:

«Disposición Final Segunda. Carácter del contenido
dispositivo de esta Ley.

1. Tiene el carácter de disposición básica y de condi-
ción básica de garantía de la igualdad de todos en el ejerci-
cio de derechos y deberes constitucionales, por estableci-
das en ejercicio de las competencias reservadas al legisla-
dor general en el artículo 149.1.1ª, 13ª, 18ª y 23ª de la
Constitución, el artículo 1.

2. Tienen el carácter de condiciones básicas de garan-
tía de la igualdad en el ejercicio de los derechos y el cum-
plimiento de los correspondientes deberes constitucionales
y, en su caso, de bases del régimen de las Administraciones
públicas y de protección del medio ambiente, por estable-
cidas en ejercicio de las competencias reservadas al legis-
lador general en el artículo 149.1.1ª , 18ª y 23ª de la Cons-
titución, los artículos 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9.

3. Tienen el carácter de disposiciones establecidas en
ejercicio de la competencia reservada al legislador gene-
ral por el artículo 149.1.8ª y 18ª sobre legislación civil,
expropiación forzosa y sistema de responsabilidad de las
Administraciones públicas, los artículos 10, 11, 12, 13, 14
y 15 y las disposiciones adicionales primera y segunda.

4. Tienen el carácter de disposiciones establecidas en
ejercicio de la competencia reservada al legislador general
en virtud de los artículos 133 y 142, en relación con el arti-
culo 149.1.18ª, todos ellos de la Constitución y sobre régi-
men local y expropiación forzosa, los artículos 16 y 17.»

ENMIENDA NÚM. 26
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula
la siguiente enmienda a la Disposición Final Tercera.

ENMIENDA

De modificación.

Se propone la sustitución del texto de la Disposición
Final Segunda por el siguiente:
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«Disposición Final Tercera. Delegación legislativa.

Se delega en el Gobierno, por un año a contar desde la
entrada en vigor de esta Ley, la potestad de dictar una norma
que, con rango de Ley, refunda el texto de ésta y los precep-
tos que de la Ley 6/1998, de 13 de abril, de régimen del
suelo y valoraciones, y el Real Decreto Legislativo 1/1992,
de 26 de junio, quedan subsistentes conforme a la disposi-
ción final anterior, debiendo armonizarse la terminología y
el contenido dispositivo de éstos últimos a los de esta Ley.» 

ENMIENDA NÚM. 27
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, for-

mula la siguiente enmienda a  la Disposición Final
Cuarta.

ENMIENDA

De sustitución.

Se propone la sustitución del texto de la Disposición
Final Tercera por el siguiente:

«Disposición Final Cuarta.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”.» 

JUSTIFICACIÓN

Mejora técnica.
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